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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 3 de noviembre de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone adicionar un artículo 37 Bis a la Ley de Fiscalización Superior 

del Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 27 de 

octubre de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Extraordinaria número 37, celebrada el 31 de octubre de 2023, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 38, celebrada el 3 de 

noviembre de 2023, se aprobó este documento en los términos que 

más adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno de este Tribunal procede, en 

forma respetuosa, a emitir opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo 

parlamentario del «Partido Revolucionario Institucional», para adicionar 

un artículo 37 Bis a la Ley de Fiscalización Superior del Estado de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

l. Objetivo y contenido de la iniciativa: 

Derivado de la exposición de motivos, se desprende que los 

iniciantes argumentan la necesidad de que, en los procesos de 

fiscalización y evaluación de la cuenta pública, los entes fiscalizados 

cuenten con un derecho de audiencia, materializado en la posibilidad 

de realizar aclaraciones o manifestaciones sobre los resultados 

preliminares del procedimiento de fiscalización, con la pretensión de 

que se permita conocer al sujeto fiscalizado las observaciones 

preliminares que se obtuvieron y pueda aclarar o referir lo 

correspondiente a los hechos identificados.  

En consecuencia, la iniciativa en estudio propone la adición del 

artículo 37 Bis a la Ley de Fiscalización Superior del Estado de 

Guanajuato, a efecto de que este “derecho” sea incluido, y que se 

pueda establecer una fase que permita conocer al sujeto fiscalizado 

las observaciones preliminares.  

II. En cuanto a la propuesta, en lo general: 

Señalan los iniciantes en su exposición de motivos que «en nuestro 

sistema jurídico, las normas de derechos humanos no se relacionan 

jerárquicamente sino que constituyen un parámetro de regularidad 

constitucional de todas las normas y actos de autoridad (…) que el 
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parámetro de regularidad constitucional vincula a todas las 

autoridades sin distinguirlas en la materia de su competencia, a 

observar que toda norma, o acto, se apegue a la promoción, respeto, 

garantía y protección de los derechos humanos. En lo particular uno 

de los derechos fundamentales que han sido desarrollados en 

demasía, dada su trascendencia para las personas, es el de audiencia» 

En ese sentido, la iniciativa pretende actualizar el contenido de la 

Ley de Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato, a efecto de 

que “el derecho de audiencia” sea incluido en favor de los sujetos 

fiscalizados. 

Sin embargo, la iniciativa se fundamenta en una apreciación 

desacertada, toda vez que las normas generales, la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los tratados internacionales 

de los que el Estado mexicano sea parte, que contienen derechos 

humanos, otorgan su protección contra actos u omisiones de autoridad 

que violen los derechos humanos a las personas físicas o morales y no 

a las entidades públicas. 

Si bien, tenemos regulados diversos supuestos donde la autoridad 

puede ocurrir a los procesos y procedimientos como parte actora o 

demandada, sujeto obligado o sujeto fiscalizado, como es el caso, eso 

se debe a ficciones legales que le permiten actuar, responder y hacer 

frente a los procesos y procedimientos de los que es parte. Pero que en 

ningún momento puede despojarse de su investidura de ente de 

derecho público. Luego entonces, no se puede argumentar la 
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protección de un derecho humano en favor de una autoridad 

administrativa. 

Tal criterio se ha sustentado por los Tribunales Federales y por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal como se desprende de las 

jurisprudencias de rubro: 

AMPARO DIRECTO. CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO LAS PERSONAS 

MORALES OFICIALES DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS, CUANDO ACTÚAN COMO 

AUTORIDADES DEMANDADAS EN UN PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR 

ACTOS RELACIONADOS CON EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES A SUS SERVIDORES 

PÚBLICOS1. 

AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 

PRONUNCIADA POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ QUE DECLARA LA NULIDAD DE LOS ACTOS IMPUGNADOS EN UN JUICIO 

ADMINISTRATIVO, SI SE PROMUEVE POR ALGÚN ÓRGANO DEL GOBIERNO DEL ESTADO 

(AUTORIDAD)2. 

ÓRGANO DEL ESTADO QUE PROMUEVE AMPARO. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 

GARANTÍAS CUANDO LOS ACTOS RECLAMADOS AFECTAN SOLAMENTE EL EJERCICIO DE SUS 

FUNCIONES PÚBLICAS3. 

Por lo tanto, se recomienda que, en cuanto a la exposición de 

motivos, se analice su pertinencia conforme al interés público y los 

principios que rigen el actuar de la administración pública. 

La importancia de la fiscalización de la cuenta pública 

comprende, principalmente, la evaluación de los resultados de la 

 
1 Jurisprudencia 2a./J. 203/2007, derivada de la Contradicción de tesis 41/2007-SS, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, Octubre de 2007, página 210, registro digital 171242. 
2 Jurisprudencia IX.1o. J/18, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
Agosto de 2009, página 1249, registro digital: 166742. 
3 Jurisprudencia 1a./J. 171/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIII, Enero de 2006, página 467,registro digital 176216. 
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gestión financiera, así como la ejecución de los programas aprobados 

en el presupuesto de egresos y la legalidad de los recursos provenientes 

de financiamientos, así como el cumplimiento de las obligaciones de 

las entidades fiscalizadas. Por lo tanto, las observaciones y 

recomendaciones que derivan de los procesos de fiscalización, tienen 

como principal objetivo la mejora en la actuación y ejecución de las 

políticas públicas y gasto público, así como el fortalecimiento de la 

política nacional anticorrupción. Sin embargo, los procesos de 

fiscalización deben de llevarse a cabo bajo determinados principios, 

tales como la legalidad e imparcialidad.  

En ese sentido, existen formalidades esenciales del procedimiento, 

las cuales han sido identificadas en la jurisprudencia P./J.47/95 de 

rubro: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE 

GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO 

PRIVATIVO”4 como aquellas consistentes en: (i) la notificación del inicio 

del procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las 

pruebas en que se fincara la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y, 

(iv) una resolución que dirimiera las cuestiones debatidas. Dicho lo 

anterior, se desprende que una formalidad esencial del procedimiento 

de fiscalización en cuando al derecho de audiencia de las entidades 

fiscalizadas lo constituiría en cuanto a la oportunidad de controvertir o 

alegar lo correspondiente, lo cual se ha materializado a través de 

observaciones preliminares a las mismas, las cuales permiten 

 
4 Jurisprudencia P./J. 47/95, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo ll, Diciembre de 1995, página 133, 
Registro digital: 200234.  
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aclaraciones y justificaciones en los resultados finales de las auditorías 

practicadas. 

No se omite señalar que, en el supuesto de que existieran daños 

y/o perjuicios a la Hacienda Pública o al patrimonio del sujeto de 

fiscalización, se podría estar ante la comisión de una falta 

administrativa, y en ese caso deberá seguirse el procedimiento 

correspondiente con la consecuente imposición de alguna sanción, 

salvo que de conformidad con lo dispuesto por el último párrafo del 

artículo 50 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 

Estado de Guanajuato, se encuentre en el supuesto de un daño o 

perjuicio a la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes públicos 

que no exceda de dos mil veces el valor diario de la Unidad de Medida 

y Actualización y el daño haya sido resarcido o recuperado, en cuyo 

caso, la Autoridad resolutora podrá abstenerse de imponer la sanción 

que corresponda conforme al artículo 75 de la misma Ley. 

En caso contrario, aún cuando se hubiera aclarado o recuperado 

el daño a la hacienda pública, o que no se encuentre en un supuesto 

previsto en esta excepción, es obligación de la autoridad 

investigadora iniciar el procedimiento de responsabilidad 

administrativa. 

II. En cuanto a la propuesta, en lo particular: 

1. Se considera conveniente denominar a los sujetos de 

fiscalización como tal, dejando a un lado la denominación de entidad 

fiscalizada que se plantea en la presente iniciativa. 
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2. La Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 

en el artículo 20 contempla las observaciones preliminares de la 

siguiente manera: 

Artículo 20.- La Auditoría Superior de la Federación, de manera 

previa a la fecha de presentación de los Informes individuales, dará a 

conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les corresponda de 

los resultados finales de las auditorías y las observaciones preliminares 

que se deriven de la revisión de la Cuenta Pública, a efecto de que 

dichas entidades presenten las justificaciones y aclaraciones que 

correspondan.  

A las reuniones en las que se dé a conocer a las entidades 

fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados y 

observaciones preliminares que se deriven de la revisión de la Cuenta 

Pública, se les citará por lo menos con 10 días hábiles de anticipación 

remitiendo con la misma anticipación a las entidades fiscalizadas los 

resultados y las observaciones preliminares de las auditorías 

practicadas, en las reuniones si la entidad fiscalizada estima necesario 

presentar información adicional, podrá solicitar a la Auditoría Superior 

de la Federación un plazo de hasta 7 días hábiles más para su 

exhibición. En dichas reuniones las entidades fiscalizadas podrán 

presentar las justificaciones y aclaraciones que estimen pertinentes. 

Adicionalmente, la Auditoría Superior de la Federación les concederá 

un plazo de 5 días hábiles para que presenten argumentaciones 

adicionales y documentación soporte, misma que deberán ser 

valoradas por esta última para la elaboración de los Informes 

individuales.  
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Como se puede vislumbrar, a nivel federal, efectivamente se 

contempla para las entidades fiscalizadas la posibilidad de presentar 

justificaciones y aclaraciones, las cuales tendrán 10 días hábiles para 

su preparación, pudiendo solicitar un plazo de hasta sietes días más 

para su exhibición. 

3. En el estado de Guanajuato, la Auditoría Superior del Estado de 

Guanajuato es el ente encargado de ejercer la función de fiscalización 

de la cuenta pública del Poder Ejecutivo, entidades, organismos de la 

administración pública paraestatal, del Poder Judicial y de los 

organismos autónomos, conforme a los principios de objetividad, 

independencia, transparencia, legalidad, definitividad, imparcialidad, 

confiabilidad y profesionalismo, con fundamento en el artículo 66 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, del 

cual deriva la regulación especial de la Ley de Fiscalización Superior 

del Estado de Guanajuato. 

Durante el proceso de fiscalización, que comprende siete fases 

según lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley de Fiscalización Superior 

del Estado de Guanajuato, el único momento previo al informe en el 

cual los sujetos de fiscalización cuentan con la oportunidad de 

presentar aclaraciones es en la notificación al sujeto de fiscalización y 

a ex titulares, cuando el proceso de fiscalización corresponda al 

periodo de su gestión, del pliego de observaciones y 

recomendaciones, para que aclare, atienda o solvente dentro del 

término de quince días hábiles.  
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4. Es importante mencionar que, al reintegrar las cantidades 

pagadas indebidamente dentro de los cinco días siguientes a la 

celebración de la reunión que establece la iniciativa de adición del 

artículo 37 Bis de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de 

Guanajuato, no se estaría en el supuesto de corregir de manera 

espontánea que establece la fracción II, del artículo 101, de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato, 

como causal para que las autoridades substanciadoras, o en su caso, 

las resolutoras se abstengan de iniciar el procedimiento de 

responsabilidad administrativa; ya que la calidad de espontánea 

desaparece al mediar una observación preliminar por parte de la 

Auditoría Superior del Estado de Guanajuato, que es la que motiva la 

devolución de lo pagado indebidamente, por lo que en el supuesto de 

un daño o perjuicio a la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes 

públicos que exceda de dos mil veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, el procedimiento de responsabilidad 

administrativa seguirá su curso, no obstante que el daño haya sido 

resarcido o recuperado. Incluso podrá seguirse el procedimiento 

correspondiente en cualquier otra materia. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 


